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Modificaciones a la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de 
mercado y de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
contencioso-administrativa 

 

 

 

 

 

 

 

I. INTRODUCCIÓN. 

Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de empresas, que se 
aprueba como medida de impulso y facilitación de la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, al amparo del “componente” núm. 13, de 
impulso a las PYMES y al tejido productivo, pretende agilizar la constitución de empresas, 
eliminar trabas en su funcionamiento y aumentar la competitividad del mercado. Con 
este amplio propósito se reforman –entre otras- importantes leyes administrativas, tanto 
de carácter general y estructural, como la Ley de Contratos del Sector Público –en lo 
relativo a la lucha contra la morosidad en los pagos de los contratistas- o la Ley General 
de Subvenciones, como Leyes más sectoriales como la de medidas de impulso a la 
sociedad de la información o la de garantía de unidad de mercado. 

En relación con esta última, el artículo 6, comprendido en el Capítulo III de la Ley 
18/2022, relativo a la mejora de la regulación y eliminación de obstáculos a las 
actividades económicas contempla la modificación de los siguientes preceptos de la 
LGUM: artículos 2, 4, 5, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 17, 18, 26, 27, 28, Disposición adicional 
primera, Disposición adicional segunda, Disposición adicional quinta, Disposición 
adicional sexta, Disposición adicional novena, Disposición adicional decimoprimera, 
Disposición final cuarta y letras b), c) y f) del Anexo.  

En consonancia con las anteriores modificaciones, la Ley adapta asimismo la redacción 
de los apdos. ter y quáter del artículo 127 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (en adelante, “LJCA”), en lo relativo al 
recurso contencioso-administrativo que puede interponer la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia frente a cualquier disposición de carácter general o 
actuación de cualquier autoridad competente que se considere contraria a la libertad 
de establecimiento o de circulación. 

Se trata, en apariencia, de una amplia modificación de la LGUM que, sin embargo, no 
es de gran calado en el esquema de garantías que aquella diseña, pudiendo calificarse 
de adaptación y mejora ante algunas deficiencias producidas en la aplicación de una 
Ley próxima a cumplir sus primeros 10 años de vida. Con carácter general, la reforma 
profundiza en los mecanismos de cooperación entre las diferentes Administraciones 
públicas y refuerza las ventanillas en las que las empresas pueden reclamar cuando 
consideran que las Administraciones no cumplen los principios de buena regulación 
económica, modificando algunos plazos.  

La Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de Creación y Crecimiento de Empresas, 
publicada en el BOE núm. 234 de fecha 29 de septiembre de 2022 y con entrada en 
vigor a los veinte días de su publicación (a excepción de ciertos artículos, que no nos 
ocupan en esta nota), prevé la modificación de varios preceptos de la Ley 20/2013, 
de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado (en lo sucesivo, “LGUM”) 
Como consecuencia de ello, se modifican puntualmente también los preceptos de la 
Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa que contemplan las especialidades 
procesales del procedimiento de Procedimiento para la garantía de la unidad de 
mercado.  
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Así la reforma elimina las referencias al “principio de eficacia nacional” por el que el 
legislador de 2013 pretendió dar validez y eficacia nacional a las actuaciones de las 
distintas Administraciones Públicas, pero que el Tribunal Constitucional declaró contrario 
al reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. La reforma 
introduce una versión rebajada de este principio que sujeta al reconocimiento mutuo 
de los efectos extraterritoriales de las medidas. Por otro lado, se corrigen ciertas 
vaguedades y ambigüedades que complicaban la aplicación de los mecanismos de 
garantía establecidos en la LGM, particularmente en los cauces de denuncia previstos 
en los artículos 26, 27 y 28. De igual forma se amplía la capacidad de legitimación de 
forma que cualquier ciudadano, y en particular las organizaciones de consumidores y 
usuarios puedan interponer reclamaciones sin necesidad de ser interesados. Este 
refuerzo se extiende al mecanismo informal de eliminación de obstáculos o barreras, 
permitiendo a la Secretaría para la Unidad de Mercado iniciarlo de oficio o a solicitud 
de otros puntos de contacto de unidad de mercado, y extendiéndolo a posibles 
barreras detectadas también en proyectos normativos. 

Por otro lado, se recogen precisiones interpretativas sobre los principios de necesidad, 
proporcionalidad, adecuación y no discriminación que ha ido asentando la 
jurisprudencia. En particular, se modifican los artículos 5 y 17 relativos al principio de 
necesidad y proporcionalidad, el artículo 18 relativo a las actuaciones que limitan la 
libertad de establecimiento y la libertad de circulación y se aclaran las redacciones de 
determinados preceptos y definiciones como, por ejemplo, los de “actividad 
económica” o “autorizaciones”, para ajustarlos a la terminología más extendida en el 
marco de la aplicación de la Directiva Bolkenstein. Asimismo, se especifica que la 
necesidad y proporcionalidad de los límites o requisitos relacionados con el acceso y el 
ejercicio de las profesiones reguladas se ponderará de conformidad con el Real Decreto 
472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al 
test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones. 

Además, se amplía la capacidad de legitimación de forma que cualquier ciudadano, 
y en particular las organizaciones de consumidores y usuarios puedan interponer 
reclamaciones sin necesidad de ser interesados. Este refuerzo se extiende al mecanismo 
informal de eliminación de obstáculos o barreras, permitiendo a la Secretaría para la 
Unidad de Mercado (SECUM) iniciarlo de oficio o a solicitud de otros puntos de contacto 
de unidad de mercado, y extendiéndolo a posibles barreras detectadas también en 
proyectos normativos. 

La reforma crea un Observatorio de Buenas Prácticas Regulatorias, gestionado por la 
SECUM, junto a una nueva “Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima 
de Negocios” que asume las funciones del Consejo para la Unidad de Mercado.  

En relación con el principio de cooperación y confianza mutua, el Tribunal 
Constitucional avaló la constitucionalidad de los efectos extraterritoriales de las 
decisiones autonómicas cuando existen estándares equivalentes. Por ello se añade la 
redacción de este principio, de forma que los operadores podrán recurrir ante los 
tribunales, o instar los procedimientos de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, cuando 
consideren que dicho principio no se cumple. Especialmente se recoge que el 
mecanismo informal de protección de operadores podrá ser usado en este supuesto, al 
tiempo que se establece como función de las Conferencias Sectoriales adoptar 
Acuerdos en este sentido. 

Junto a esta Alerta se acompaña un anexo con tablas normativas comparativas en 
donde se aprecian las modificaciones de la LGUM y de la LJCA operadas, 
respectivamente, por los artículos 6 y 7 de la Ley 18/2022. 
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II. MODIFICACIÓN DE LA LGUM. 

A la vista de las modificaciones de la LGUM expuestas en las tablas comparativas, se 
puede concluir lo siguiente:  

1. Se modifican y detallan los artículos 2, 5 y 7 de la LGUM relativos al ámbito de 
aplicación de la norma y los principios de necesidad y proporcionalidad. 

2. Se reconocen los efectos extraterritoriales de las decisiones autonómicas 
cuando existen estándares de protección equivalentes.  

3. Se cambia la denominación del Consejo para la Unidad de mercado por la 
Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios, 
asumiendo nuevas funciones como análisis, evaluaciones y seguimiento de la 
situación de la unidad de mercado en el territorio nacional 

4. Se cambia la denominación de la Secretaría del Consejo para la Unidad de 
Mercado por Secretaría para la Unidad de Mercado y se le añaden nuevas 
funciones como la gestión del Observatorio de Buenas Prácticas Regulatorias, 
actuaciones de formación o elaboración de directrices o guías en relación con 
la aplicación de la LGUM.  

5. Se amplía la legitimación en el ejercicio de las garantías, de forma que 
cualquier ciudadano, y en particular las organizaciones de consumidores y 
usuarios, puedan interponer reclamaciones sin necesidad de ser interesados. 

6. Se mejora la red de puntos de contacto y se refuerza los mecanismos de 
cooperación entre Administraciones y autoridades de competencia de carácter 
autonómico. 

7. Se promueve la publicidad de los proyectos normativos con especial atención 
a la Protección de Datos.  

8. Se clarifican y desarrollan los procedimientos recogidos en los artículos 26, 27 
y 28. 

9. Se reconoce la acción popular para el inicio de los procedimientos 
establecidos en los artículos 26 y 28. 

10. Se prevé la posibilidad de que la CNMC requiera previamente a la 
Administración vulneradora, antes de interponer recurso contencioso-
administrativo, para que formule alegaciones o explicaciones, lo que es 
particularmente útil en la vía del artículo 26.  

 

III.  MODIFICACIÓN DE LA LJCA. 

A la vista de las modificaciones de la LJCA expuestas en las tablas comparativas, se 
puede concluir lo siguiente: 

1. La sentencia que estime el recurso interpuesto por la CNMC implicará la 
corrección de la conducta infractora, así como el resarcimiento de los daños y 
perjuicios, incluido el lucro cesante, que dicha conducta haya causado. 
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2. Se recoge la posibilidad de que en estos casos el órgano jurisdiccional 
resuelva in voce. 

2. La solicitud de la suspensión de la disposición, acto o resolución impugnada 
pasa a tener carácter excepcional, siendo imprescindible la especial relevancia 
del supuesto para la libertad de establecimiento y circulación. 

3. Dicha solicitud de suspensión se tramitará en la forma prevista en el capítulo II 
del título VI de la LJCA relativo a las medidas cautelares.  

 

Esperando que el contenido de la presente alerta legal sea de su interés, quedamos a 
su disposición para comentar o aclarar el contenido expuesto; para mayor información 
no dude en ponerse en contacto con nosotros. 

 

Un cordial saludo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Plaza Nueva 8B, 3ª Planta 41001 - Sevilla 
Tlf: 954 53 13 77 

 

 

 

Juan Antonio Carrillo Donaire 
Consejero-Asesor SdP Estudio Legal 

Laura Babío de Pablos
Socia de SdP Estudio Legal

Manuel Rodríguez Pareja 
Asociado de SdP Estudio Legal



   Anexo I 

 

Redacción de la LGUM anterior a la entrada 
en vigor de la Ley 18/2022 

Redacción de la LGUM a partir de la entrada 
en vigor de la Ley 18/2022 

Artículo 2 LGUM. Ámbito de aplicación 

“Esta Ley será de aplicación al acceso a 
actividades económicas en condiciones de 
mercado y su ejercicio por parte de 
operadores legalmente establecidos en 
cualquier lugar del territorio nacional”. 

“1. Esta ley será de aplicación al acceso a 
actividades económicas que se prestan en 
condiciones de mercado y su ejercicio por 
parte de operadores legalmente establecidos 
en cualquier lugar del territorio nacional. 

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación 
de esta ley las materias del ámbito tributario.” 

 

Artículo 4 LGUM. Principio de cooperación y confianza mutua 

“Con el fin de garantizar la aplicación 
uniforme de los principios recogidos en este 
Capítulo y la supervisión adecuada de los 
operadores económicos, las autoridades 
competentes cooperarán en el marco de los 
instrumentos establecidos en el Capítulo III de 
esta Ley. 

Las autoridades competentes, en sus 
relaciones, actuarán de acuerdo con el 
principio de confianza mutua, respetando el 
ejercicio legítimo por otras autoridades de sus 
competencias, reconociendo sus 
actuaciones y ponderando en el ejercicio de 
competencias propias la totalidad de 
intereses públicos implicados y el respeto a la 
libre circulación y establecimiento de los 
operadores económicos y a la libre 
circulación de bienes y servicios por todo el 
territorio nacional”. 

 

“Con el fin de garantizar la aplicación 
uniforme de los principios recogidos en este 
capítulo y la supervisión adecuada de los 
operadores económicos, las autoridades 
competentes cooperarán en el marco de los 
instrumentos establecidos en el capítulo III. 

Las autoridades competentes, en sus 
relaciones, actuarán de acuerdo con el 
principio de confianza mutua, respetando el 
ejercicio legítimo por otras autoridades de sus 
competencias, reconociendo sus 
actuaciones y ponderando en el ejercicio de 
competencias propias la totalidad de 
intereses públicos implicados y el respeto a la 
libre circulación y establecimiento de los 
operadores económicos y a la libre 
circulación de bienes y servicios por todo el 
territorio nacional. 

Cuando, en relación con una actividad 
económica concreta, existan normas que, no 
obstante, sus posibles diferencias técnicas o 
metodológicas, fijen un estándar de 
protección equivalente en diferentes lugares 
del territorio español, las autoridades 
competentes velarán por que un operador 
económico legalmente establecido en 
cualquier parte del territorio español pueda 
ejercer su actividad económica en todo el 
territorio nacional”. 

Artículo 5 LGUM. Principio de necesidad y proporcionalidad de las actuaciones de las 
autoridades competentes 

“1. Las autoridades competentes que en el 
ejercicio de sus respectivas competencias 
establezcan límites al acceso a una actividad 
económica o su ejercicio de conformidad con 
lo previsto en el artículo 17 de esta Ley o exijan 
el cumplimiento de requisitos para el 
desarrollo de una actividad, motivarán su 
necesidad en la salvaguarda de alguna razón 
imperiosa de interés general de entre las 

“1. Las autoridades competentes que en el 
ejercicio de sus respectivas competencias 
establezcan límites al acceso a una actividad 
económica o su ejercicio, o exijan el 
cumplimiento de requisitos para el desarrollo 
de una actividad, motivarán su necesidad en 
la salvaguarda de alguna razón imperiosa de 
interés general de entre las comprendidas en 
el artículo 3.11 de la Ley 17/2009, de 23 de 
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comprendidas en el artículo 3.11 de la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre 
acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio. 

2. Cualquier límite o requisito establecido 
conforme al apartado anterior, deberá ser 
proporcionado a la razón imperiosa de interés 
general invocada, y habrá de ser tal que no 
exista otro medio menos restrictivo o 
distorsionador para la actividad económica.” 

 

 

 

noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio. 

2. Cualquier límite o requisito establecido 
conforme al apartado anterior, deberá 
guardar relación con la razón imperiosa de 
interés general invocada, y habrá de ser 
proporcionado de modo tal que no exista otro 
medio menos restrictivo o distorsionador para 
la actividad económica. 

3. La necesidad y proporcionalidad de los 
límites o requisitos relacionados con el acceso 
y el ejercicio de las profesiones reguladas se 
evaluará de conformidad con el Real Decreto 
472/2021, de 29 de junio, por el que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, 
relativa al test de proporcionalidad antes de 
adoptar nuevas regulaciones de profesiones.” 

 

Artículo 9.1 LGUM. Garantía de las libertades de los operadores económicos 

“1. Todas las autoridades competentes 
velarán, en las actuaciones administrativas, 
disposiciones y medios de intervención 
adoptados en su ámbito de actuación, por la 
observancia de los principios de no 
discriminación, cooperación y confianza 
mutua, necesidad y proporcionalidad de sus 
actuaciones, eficacia en todo el territorio 
nacional de las mismas, simplificación de 
cargas y transparencia”. 

“1. Todas las autoridades competentes 
velarán, en las actuaciones administrativas, 
disposiciones y medios de intervención 
adoptados en su ámbito de actuación, por la 
observancia de los principios de no 
discriminación, cooperación y confianza 
mutua, necesidad y proporcionalidad de sus 
actuaciones, simplificación de cargas y 
transparencia”. 

Artículo 10 LGUM. Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios 

“1. Se crea el Consejo para la Unidad de 
Mercado como órgano de cooperación 
administrativa para el seguimiento de la 
aplicación del contenido de esta Ley. 

2. El Consejo para la Unidad de Mercado 
estará presidido por el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas y contará con la 
presencia del Secretario de Estado de 
Administraciones Públicas, el Secretario de 
Estado de Economía y Apoyo a la Empresa, el 
Subsecretario de Presidencia, los Consejeros 
de las Comunidades Autónomas 
competentes por razón de la materia y 
representantes de la Administración local. 

3. El Consejo para la Unidad de Mercado 
contará con una Secretaría, que dependerá 
de la Secretaría de Estado de Economía y 
Apoyo a la Empresa. 

4. El Consejo para la Unidad de Mercado se 
reunirá al menos semestralmente y tendrá las 
siguientes funciones: 

“1. La Conferencia Sectorial para la Mejora 
Regulatoria y el Clima de Negocios es el 
órgano de cooperación administrativa 
encargado del seguimiento de la aplicación 
del contenido de esta ley. 

2. La Conferencia Sectorial para la Mejora 
Regulatoria y el Clima de Negocios estará 
presidida por la persona titular del Ministerio 
de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital y contará con la presencia de las 
personas titulares de la Secretaría de Estado 
de Economía y Apoyo a la Empresa y la 
Secretaría de Estado de Política Territorial, los 
Consejeros de las Comunidades Autónomas y 
de las ciudades de Ceuta y Melilla 
competentes en materia de economía y un 
representante de la Administración local. 

3. La Conferencia Sectorial para la Mejora 
Regulatoria y el Clima de Negocios contará 
con una Secretaría, que será designada por la 
presidencia de la Conferencia, y que asumirá, 
además, las funciones de la Secretaría para la 
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a) Seguimiento de la adaptación de la 
normativa del conjunto de las autoridades 
competentes a los principios de esta Ley. 

b) Impulso de los cambios normativos 
necesarios para la eliminación de obstáculos 
a la unidad de mercado en los marcos 
jurídicos correspondientes. 

c) Seguimiento de los mecanismos de 
cooperación establecidos en esta Ley, en 
particular, del sistema de intercambio de 
información y la efectiva integración de 
registros sectoriales. 

d) Coordinación de la actividad desarrollada 
por las conferencias sectoriales en materia de 
unidad de mercado. 

e) Seguimiento de los mecanismos de 
protección de los operadores económicos 
previstos en el Capítulo VII de esta Ley, así 
como de sus resultados. 

f) Aprobación del informe a que se refiere la 
letra f) del artículo 11 de esta Ley. 

g) Impulso de las tareas de cooperación en la 
elaboración de proyectos normativos 
establecidas en el artículo 14 de esta Ley. 

h) Impulso y revisión de los resultados de la 
evaluación periódica de la normativa a que 
se refiere el artículo 15 de esta Ley”. 

Unidad de Mercado de conformidad con esta 
ley. 

4. La Conferencia Sectorial para la Mejora 
Regulatoria y el Clima de Negocios tiene las 
siguientes funciones: 

a) Análisis y evaluación de la situación de la 
unidad de mercado en el territorio nacional. 

b) Seguimiento de la adaptación de la 
normativa del conjunto de las autoridades 
competentes a los principios de esta ley. 

c) Impulso de los cambios normativos 
necesarios para la eliminación de obstáculos 
a la unidad de mercado en los marcos 
jurídicos correspondientes. 

d) Seguimiento de los mecanismos de 
cooperación establecidos en esta ley. En 
particular seguimiento del cumplimiento del 
principio de cooperación y confianza mutua 
del artículo 4 en relación con las posibles 
barreras a la libre circulación de bienes y la 
libre prestación de servicios. 

e) Coordinación de la actividad desarrollada 
por las conferencias sectoriales en materia de 
unidad de mercado. 

f) Seguimiento de los mecanismos de 
protección de los operadores económicos 
previstos en el capítulo VII así como de sus 
resultados. 

g) Aprobación del informe a que se refiere la 
letra g) del artículo 11. 

h) Impulso de las tareas de cooperación en la 
elaboración de proyectos normativos 
establecidas en el artículo 14. 

i) Impulso y revisión de los resultados de la 
evaluación periódica de la normativa a que 
se refiere el artículo 15”. 

 

Artículo 11 LGUM. Funciones de la Secretaría para la Unidad de Mercado 

“La Secretaría del Consejo para la Unidad de 
Mercado es el órgano técnico de 
coordinación y cooperación continua con las 
autoridades competentes para la aplicación 
de esta Ley y tendrá las siguientes funciones: 

a) Supervisión continúa de la aplicación de 
esta Ley y de la adaptación de la normativa 
del conjunto de las autoridades competentes. 

b) Análisis y evaluación de la situación de la 
unidad de mercado en el territorio nacional. 

c) Elaboración de un catálogo de buenas y 
malas prácticas que tienen efectos sobre la 
unidad de mercado, que será aprobado por 
el Consejo para la Unidad de Mercado. 

“La Secretaría para la Unidad de Mercado es 
el órgano técnico de coordinación y 
cooperación continua con las autoridades 
competentes para la aplicación de esta ley y 
tendrá las siguientes funciones: 

a) Supervisión continua de la aplicación de 
esta ley y de la adaptación de la normativa 
del conjunto de las autoridades competentes. 

b) Gestión del Observatorio de Buenas 
Prácticas Regulatorias. 

c) Difusión de la doctrina y jurisprudencia en 
aplicación de esta ley a través de una página 
web creada al efecto. 
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d) Elaboración y difusión de indicadores de 
calidad normativa respecto a la unidad de 
mercado y su impacto económico. 

e) Gestión de los mecanismos de protección 
de los operadores económicos en el ámbito 
de la unidad de mercado en el marco de lo 
previsto en el Capítulo VII de esta Ley. 

f) Elaboración de un informe de carácter 
semestral sobre las letras anteriores con 
conclusiones y, en su caso, recomendaciones 
para la revisión o reforma de marcos jurídicos. 

g) Articulación de acciones de cooperación y 
actividades conjuntas entre autoridades 
competentes”. 

 

d) Gestión de los mecanismos de protección 
de los operadores económicos en el ámbito 
de la unidad de mercado en el marco de lo 
previsto en el capítulo VII. 

e) Realización de actuaciones de carácter 
formativo sobre la aplicación de esta ley. 

f) Articulación de acciones de cooperación y 
actividades conjuntas entre autoridades 
competentes. 

g) Elaboración de un informe sobre las letras 
anteriores con conclusiones y, en su caso, 
recomendaciones para la revisión o reforma 
de marcos jurídicos. En particular, elaboración 
de una memoria a incluir en dicho informe 
sobre la unidad de mercado con base en los 
resultados de los mecanismos de protección 
de los operadores económicos. Este informe 
deberá ser aprobado por la Conferencia 
Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima 
de Negocios. 

h) Elaboración, en colaboración con los 
puntos de contacto de unidad de mercado, 
de directrices o guías en relación con la 
aplicación de esta ley y, especialmente 
respecto a la evaluación del impacto sobre la 
unidad de mercado de las medidas incluidas 
en los proyectos normativos. 

i) Elaboración de una memoria anual sobre la 
unidad de mercado de España en el período 
correspondiente”. 

Artículo 12 LGUM. Cooperación en el marco de las conferencias sectoriales 

“1. A través de las conferencias sectoriales, las 
diferentes autoridades competentes 
analizarán y propondrán las modificaciones 
normativas necesarias para cumplir con los 
principios recogidos en esta Ley y establecer 
marcos regulatorios adaptados a sus 
principios y disposiciones. El trabajo de estas 
conferencias sectoriales podrá contar con la 
contribución de los operadores económicos 
que, a través de una consulta a sus entidades 
representativas, participarán, en su caso, en la 
detección de las distorsiones que se producen 
en la unidad de mercado y de los ámbitos que 
requieren un análisis de la normativa vigente, 
en línea con lo establecido en esta Ley. 

2. En particular, las conferencias sectoriales 
analizarán las condiciones y requisitos 
requeridos para el acceso y ejercicio de la 
actividad económica, así como los relativos a 
la distribución y comercialización de 
productos, e impulsarán los cambios 
normativos y reformas que podrán consistir, 
entre otros, en: 

a) Propuestas de modificación, derogación o 
refundición de la normativa existente, con el 
fin de eliminar los obstáculos identificados o 

“1. A través de las conferencias sectoriales, las 
diferentes autoridades competentes 
analizarán y propondrán las modificaciones 
normativas necesarias para cumplir con los 
principios recogidos en esta ley y establecer 
marcos regulatorios adaptados a sus 
principios y disposiciones. El trabajo de estas 
conferencias sectoriales podrá contar con la 
contribución de los operadores económicos 
que, a través de una consulta a sus entidades 
representativas, participarán, en su caso, en la 
detección de las distorsiones que se producen 
en la unidad de mercado y de los ámbitos que 
requieren un análisis de la normativa vigente, 
en línea con lo establecido en esta ley. 

2. En particular, las conferencias sectoriales 
analizarán las condiciones y requisitos 
requeridos para el acceso y ejercicio de la 
actividad económica, así como los relativos a 
la distribución y comercialización de 
productos, e impulsarán los cambios 
normativos y reformas que podrán consistir, 
entre otros, en: 

a) Propuestas de modificación, derogación o 
refundición de la normativa existente, con el 
fin de eliminar los obstáculos identificados o 
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hacer compatibles con esta Ley aquellas 
normas que incidan en la libertad de 
establecimiento y de libre circulación de 
bienes y servicios. 

b) Adopción de acuerdos que establezcan 
estándares de regulación sectorial, en 
materias que son competencia autonómica y 
local de acuerdo con los principios contenidos 
en esta Ley. 

c) Adopción de otras medidas, tales como 
planes de actuación que versen sobre las 
materias analizadas con el fin de eliminar los 
obstáculos identificados de acuerdo con los 
principios de esta Ley. 

3. Sin perjuicio del resto de funciones que tiene 
establecidas en esta Ley, el Consejo de 
Unidad de Mercado, a través de su secretaría, 
colaborará con las secretarías de las 
conferencias sectoriales en aplicación de lo 
establecido en este artículo”. 

hacer compatibles con esta ley aquellas 
normas que incidan en la libertad de 
establecimiento y de libre circulación de 
bienes y servicios. 

b) Adopción de acuerdos que establezcan 
estándares de regulación sectorial, en 
materias que son competencia autonómica y 
local de acuerdo con los principios contenidos 
en esta ley. En particular, adopción de 
estándares consolidados equivalentes a los 
efectos de que los operadores económicos 
legalmente establecidos en cualquier parte 
del territorio español puedan ejercer su 
actividad económica en todo el territorio 
nacional. 

c) Adopción de otras medidas, tales como 
planes de actuación que versen sobre las 
materias analizadas con el fin de eliminar los 
obstáculos identificados de acuerdo con los 
principios de esta ley. 

3. Sin perjuicio del resto de funciones que tiene 
establecidas en esta ley, la Secretaría para la 
Unidad de Mercado colaborará con las 
secretarías de las conferencias sectoriales en 
aplicación de lo establecido en este artículo. 
En particular colaborará para la difusión de los 
obstáculos identificados en el marco de los 
mecanismos previstos en los artículos 26 y 28. 

4. La cooperación en el marco de las 
conferencias sectoriales se llevará a cabo de 
conformidad con lo establecido en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público, y según lo dispuesto en el 
reglamento interno de cada conferencia 
sectorial. 

Artículo 13 LGUM. Información a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos 

“Los Ministerios de Hacienda y 
Administraciones Públicas y de Economía y 
Competitividad informarán a la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos sobre el desarrollo y aplicación 
de esta Ley y acerca de los trabajos realizados 
en el seno del Consejo para la Unidad de 
Mercado y de las conferencias sectoriales”. 

“Los Ministerios de Política Territorial y de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital 
informarán a la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos sobre el 
desarrollo y aplicación de esta ley y acerca de 
los trabajos realizados en el seno de la 
Conferencia Sectorial para la Mejora 
Regulatoria y el Clima de Negocios y de las 
conferencias sectoriales”. 

Artículo 14 LGUM. Cooperación en la elaboración de proyectos normativos 

“1. Las autoridades competentes 
intercambiarán información relativa a los 
proyectos normativos que puedan tener 
incidencia en la unidad de mercado, 
valorando especialmente la coherencia de 
dichos proyectos normativos con esta Ley. 

2. En los procedimientos de elaboración de 
normas que afecten de manera relevante a la 
unidad de mercado, la autoridad 

“1. La red de puntos de contacto para la 
unidad de mercado establecida en el artículo 
26.4 podrá intercambiar información relativa a 
los proyectos normativos que puedan tener 
incidencia en la unidad de mercado. 

2. De acuerdo con el artículo 148.2.a) de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, las conferencias 
sectoriales serán informadas sobre los 
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competente proponente de la norma pondrá 
a disposición del resto de autoridades a través 
del sistema de intercambio electrónico de 
información previsto en el artículo 23 de esta 
Ley, con la antelación suficiente, el texto del 
proyecto de norma, acompañado de los 
informes o documentos que permitan su 
adecuada valoración, incluyendo en su caso 
la memoria del análisis de impacto normativo. 

3. Las leyes o disposiciones de carácter 
general que regulen las funciones o la 
actuación de varias autoridades 
competentes en relación con las previsiones 
contenidas en esta Ley garantizarán el 
principio de simplificación de cargas. 

4. Si el proyecto de norma establece o 
modifica medios de intervención, se analizará 
la existencia de otras medidas que afecten a 
la misma actividad ya establecidas por otras 
autoridades competentes. Asimismo, se 
asegurará que los medios de intervención no 
recaen sobre los mismos aspectos en caso de 
concurrencia de varias administraciones y 
preverá un sistema por el cual el 
procedimiento no genere costes adicionales 
para el operador en comparación con la 
intervención de una única administración. 

5. Si el proyecto de norma establece o 
modifica requisitos de acceso o ejercicio a 
una actividad económica se analizará la 
consistencia de éstos con el resto de la 
normativa de las demás autoridades 
competentes. 

6. En los procedimientos de audiencia pública 
de las leyes y disposiciones normativas de 
carácter general, los operadores económicos 
o sus asociaciones representativas podrán 
pronunciarse sobre el impacto de la 
normativa en la unidad de mercado”. 

anteproyectos de leyes y los proyectos de 
reglamentos del Gobierno o de los Consejos 
de Gobierno de las Comunidades Autónomas 
cuando afecten de manera directa al ámbito 
competencial de las otras Administraciones 
Públicas o cuando así esté previsto en la 
normativa sectorial aplicable, bien a través de 
su pleno o bien a través de la comisión o el 
grupo de trabajo que corresponda. En 
especial, serán informadas cuando dichos 
anteproyectos de leyes o proyectos de 
reglamentos puedan afectar a la unidad de 
mercado de conformidad con lo establecido 
en esta ley. 

3. La publicación de los proyectos normativos 
por las diferentes Administraciones públicas se 
hará de conformidad con el artículo 7 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno. 

4. Las memorias de análisis de impacto de los 
proyectos normativos de conformidad con el 
artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre, del Gobierno, recogerán una 
valoración del impacto de unidad de 
mercado conforme al cumplimiento de los 
principios recogidos en esta ley, en particular 
al principio de necesidad y proporcionalidad 
del artículo 5. Esta valoración deberá 
realizarse sobre las diferentes previsiones 
regulatorias incluidas en los proyectos 
normativos que contengan requisitos o 
limitaciones al acceso o ejercicio de una 
actividad económica. 

5. En los procedimientos de consulta pública y 
de audiencia e información pública de las 
leyes y disposiciones normativas de carácter 
general, los operadores económicos o sus 
asociaciones representativas y los colegios 
profesionales y sus respectivos Consejos 
Generales podrán pronunciarse sobre el 
impacto de la normativa en la unidad de 
mercado”. 

Artículo 15 LGUM. Evaluación periódica de la normativa 

“1. Todas las autoridades competentes 
evaluarán periódicamente su normativa al 
objeto de valorar el impacto de la misma en 
la unidad de mercado. 

2. Sin perjuicio de la evaluación establecida 
en el apartado anterior, las conferencias 
sectoriales impulsarán la evaluación periódica 
en las materias de su competencia, así como 
los cambios normativos que puedan 
proceder, en el marco de lo establecido en el 
artículo 12 de esta Ley. 

A tal efecto, las conferencias sectoriales 
concretarán, con periodicidad anual, el 

“1. De acuerdo con el artículo 130 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, las Administraciones Públicas 
revisarán periódicamente su normativa 
vigente para adaptarla a los principios de 
buena regulación y para comprobar la 
medida en que las normas en vigor han 
conseguido los objetivos previstos y si estaba 
justificado y correctamente cuantificado el 
coste y las cargas impuestas en ellas. 

2. En el marco de dichas evaluaciones las 
autoridades competentes analizarán su 
normativa al objeto de valorar el impacto de 
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programa de evaluación que se considera 
prioritario para el período. 

3. Asimismo, el Consejo para la Unidad de 
Mercado podrá impulsar la evaluación del 
marco jurídico vigente en un sector 
económico determinado, cuando se hayan 
detectado obstáculos a la unidad de 
mercado, conforme a lo establecido en el 
artículo 10 de esta Ley”. 

 

la misma en la unidad de mercado de 
conformidad con lo establecido en esta ley. 

3. Sin perjuicio de la evaluación establecida 
en el apartado anterior, las conferencias 
sectoriales impulsarán la evaluación periódica 
en las materias de su competencia, así como 
los cambios normativos que puedan 
proceder, en el marco de lo establecido en el 
artículo 12. 

4. Asimismo, la Conferencia Sectorial para la 
Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios 
podrá impulsar la evaluación del marco 
jurídico vigente en un sector económico 
determinado, cuando se hayan detectado 
obstáculos a la unidad de mercado, 
conforme a lo establecido en el artículo 10”. 

Artículo 17 LGUM. Instrumentación del principio de necesidad y proporcionalidad 

“1. Se podrá establecer la exigencia de una 
autorización siempre que concurran los 
principios de necesidad y proporcionalidad, 
que habrán de motivarse suficientemente en 
la Ley que establezca dicho régimen. Cuando 
el régimen de autorización se exija por norma 
comunitaria o tratado internacional las 
autorizaciones podrán estar previstas en una 
norma de rango inferior a la Ley. Se 
considerará que concurren los principios de 
necesidad y proporcionalidad para la 
exigencia de una autorización: 

a) Respecto a los operadores económicos, 
cuando esté justificado por razones de orden 
público, seguridad pública, salud pública o 
protección del medio ambiente en el lugar 
concreto donde se realiza la actividad, y estas 
razones no puedan salvaguardarse mediante 
la presentación de una declaración 
responsable o de una comunicación. 

b) Respecto a las instalaciones o 
infraestructuras físicas necesarias para el 
ejercicio de actividades económicas, cuando 
sean susceptibles de generar daños sobre el 
medio ambiente y el entorno urbano, la 
seguridad o la salud pública y el patrimonio 
histórico-artístico, y estas razones no puedan 
salvaguardarse mediante la presentación de 
una declaración responsable o de una 
comunicación. 

c) Cuando por la escasez de recursos 
naturales, la utilización de dominio público, la 
existencia de inequívocos impedimentos 
técnicos o en función de la existencia de 
servicios públicos sometidos a tarifas 
reguladas, el número de operadores 
económicos del mercado sea limitado. 

d) Cuando así lo disponga la normativa de la 
Unión Europea o tratados y convenios 

“1. Se podrá establecer la exigencia de una 
autorización siempre que concurran los 
principios de necesidad y proporcionalidad, 
que habrán de motivarse suficientemente en 
la ley que establezca dicho régimen. 
Asimismo, los requisitos para la obtención de 
dicha autorización deberán ser coherentes 
con las razones que justifican su exigencia. 
Cuando el régimen de autorización se exija 
por norma comunitaria o tratado 
internacional, las autorizaciones podrán estar 
previstas en una norma de rango inferior a la 
Ley. Se considerará que concurren los 
principios de necesidad y proporcionalidad 
para la exigencia de una autorización: 

a) Cuando esté justificado por razones de 
orden público, seguridad pública, salud 
pública o protección del medio ambiente en 
el lugar concreto donde se realiza la 
actividad, y estas razones no puedan 
salvaguardarse mediante la presentación de 
una declaración responsable o de una 
comunicación. 

b) Respecto a las instalaciones, bienes o 
infraestructuras físicas necesarias para el 
ejercicio de actividades económicas, cuando 
sean susceptibles de generar daños sobre el 
medio ambiente y el entorno urbano, la 
seguridad o la salud pública y el patrimonio 
histórico-artístico, y estas razones no puedan 
salvaguardarse mediante la presentación de 
una declaración responsable o de una 
comunicación. 

c) Cuando por la escasez de recursos 
naturales, la utilización de dominio público, la 
existencia de inequívocos impedimentos 
técnicos o en función de la existencia de 
servicios públicos sometidos a tarifas 
reguladas, el número de operadores 
económicos del mercado sea limitado. 
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internacionales, incluyendo la aplicación, en 
su caso, del principio de precaución. 

Las inscripciones en registros con carácter 
habilitante tendrán a todos los efectos el 
carácter de autorización. 

2. Se considerará que concurren los principios 
de necesidad y proporcionalidad para exigir 
la presentación de una declaración 
responsable para el acceso a una actividad 
económica o su ejercicio, o para las 
instalaciones o infraestructuras físicas para el 
ejercicio de actividades económicas, cuando 
en la normativa se exija el cumplimiento de 
requisitos justificados por alguna razón 
imperiosa de interés general y sean 
proporcionados. 

3. Las autoridades competentes podrán exigir 
la presentación de una comunicación 
cuando, por alguna razón imperiosa de interés 
general, tales autoridades precisen conocer el 
número de operadores económicos, las 
instalaciones o las infraestructuras físicas en el 
mercado. 

4. Las autoridades competentes velarán por 
minimizar las cargas administrativas 
soportadas por los operadores económicos, 
de manera que una vez aplicado el principio 
de necesidad y proporcionalidad de acuerdo 
con los apartados anteriores, elegirán un 
único medio de intervención, bien sea la 
presentación de una comunicación, de una 
declaración responsable o la solicitud de una 
autorización. 

5. Lo establecido en este artículo se entenderá 
sin perjuicio de lo previsto en el Capítulo V de 
esta Ley”. 

d) Cuando así lo disponga la normativa de la 
Unión Europea o tratados y convenios 
internacionales, incluyendo la aplicación, en 
su caso, del principio de precaución. 

Las inscripciones en registros con carácter 
habilitante que no sean realizadas de oficio 
por las autoridades competentes tendrán a 
todos los efectos el carácter de autorización. 

2. Se considerará que concurren los principios 
de necesidad y proporcionalidad para exigir 
la presentación de una declaración 
responsable para el acceso a una actividad 
económica o su ejercicio, o para las 
instalaciones o infraestructuras físicas para el 
ejercicio de actividades económicas, cuando 
en la normativa se exija el cumplimiento de 
requisitos justificados por alguna razón 
imperiosa de interés general y sean 
proporcionados. 

3. Las autoridades competentes podrán exigir 
la presentación de una comunicación 
cuando, por alguna razón imperiosa de interés 
general tales autoridades precisen conocer el 
número de operadores económicos, las 
instalaciones o las infraestructuras físicas en el 
mercado. 

4. Las autoridades competentes velarán por 
minimizar las cargas administrativas 
soportadas por los operadores económicos, 
de manera que, una vez aplicado el principio 
de necesidad y proporcionalidad de acuerdo 
con los apartados anteriores, elegirán un 
único medio de intervención, bien sea la 
presentación de una comunicación, de una 
declaración responsable o la solicitud de una 
autorización. 

 

Artículo 18 LGUM. Actuaciones que limitan la libertad de establecimiento y la libertad de 
circulación 

“1. Cada autoridad competente se asegurará 
de que cualquier medida, límite o requisito 
que adopte o mantenga en vigor no tenga 
como efecto la creación o el mantenimiento 
de un obstáculo o barrera a la unidad de 
mercado. 

2. Serán consideradas actuaciones que 
limitan el libre establecimiento y la libre 
circulación por no cumplir los principios 
recogidos en el Capítulo II de esta Ley los 
actos, disposiciones y medios de intervención 
de las autoridades competentes que 
contengan o apliquen: 

a) Requisitos discriminatorios para el acceso a 
una actividad económica o su ejercicio, para 
la obtención de ventajas económicas o para 
la adjudicación de contratos públicos, 
basados directa o indirectamente en el lugar 

“1. Cada autoridad competente se asegurará 
de que cualquier medida, límite o requisito 
que adopte o mantenga en vigor no tenga 
como efecto la creación o el mantenimiento 
de un obstáculo o barrera a la unidad de 
mercado. 

2. Las autoridades competentes no podrán 
realizar actuaciones que limiten el libre 
establecimiento y la libre circulación por no 
cumplir los principios recogidos en el Capítulo 
II. No cumplen los principios recogidos en el 
capítulo II los actos, disposiciones y medios de 
intervención de las autoridades competentes 
que contengan o apliquen: 

a) Requisitos discriminatorios para el acceso a 
una actividad económica o su ejercicio o 
para la adjudicación de contratos públicos, 
basados directa o indirectamente en el lugar 
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de residencia o establecimiento del operador. 
Entre estos requisitos se incluyen, en particular: 

1.º que el establecimiento o el domicilio social 
se encuentre en el territorio de la autoridad 
competente, o que disponga de un 
establecimiento físico dentro de su territorio. 

2.º que el operador haya residido u operado 
durante un determinado periodo de tiempo 
en dicho territorio. 

3.º que el operador haya estado inscrito en 
registros de dicho territorio. 

4.º que su personal, los que ostenten la 
propiedad o los miembros de los órganos de 
administración, control o gobierno residan en 
dicho territorio o reúnan condiciones que 
directa o indirectamente discriminen a las 
personas procedentes de otros lugares del 
territorio. 

5.º que el operador deba realizar un curso de 
formación dentro del territorio de la autoridad 
competente. 

b) (Anulada). 

c) (Anulada). 

d) Requisitos de seguros de responsabilidad 
civil o garantías equivalentes o comparables 
en lo esencial en cuanto a su finalidad y a la 
cobertura que ofrezca en términos de riesgo 
asegurado, suma asegurada o límite de la 
garantía, adicionales a los establecidos en la 
normativa del lugar de origen, o que la 
obligación de que la constitución o el 
depósito de garantías financieras o la 
suscripción de un seguro deban realizarse con 
un prestador u organismo del territorio de la 
autoridad competente. 

e) (Anulada). 

f) Para la obtención de ventajas económicas, 
exigencia de requisitos de obtención de una 
autorización, homologación, acreditación, 
calificación, certificación, cualificación o 
reconocimiento, de presentación de una 
declaración responsable o comunicación o 
de inscripción en algún registro para acreditar 
la equivalencia de las condiciones que reúne 
el operador establecido en otro lugar del 
territorio con los requisitos exigidos para la 
concesión de dichas ventajas económicas. 

g) Requisitos de naturaleza económica o 
intervención directa o indirecta de 
competidores en la concesión de 
autorizaciones, en los términos establecidos en 
las letras e) y f) del artículo 10 de la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre 
acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio. 

de residencia o establecimiento del operador. 
Entre estos requisitos se incluyen, en particular: 

1.º Que el establecimiento o el domicilio social 
se encuentre en el territorio de la autoridad 
competente, o que disponga de un 
establecimiento físico dentro de su territorio. 

2.º Que el operador haya residido u operado 
durante un determinado periodo de tiempo 
en dicho territorio. 

3.º Que el operador haya tenido que estar 
inscrito en un registro de dicho territorio 
durante un determinado periodo de tiempo. 

4.º Que su personal, los que ostenten la 
propiedad o los miembros de los órganos de 
administración, control o gobierno residan en 
dicho territorio o reúnan condiciones que 
directa o indirectamente discriminen a las 
personas procedentes de otros lugares del 
territorio. 

5.º Que el operador deba realizar un curso de 
formación dentro del territorio de la autoridad 
competente. 

b) Requisitos para la obtención de ventajas 
económicas que sean discriminatorios 
excepto que exista una razón imperiosa de 
interés general que lo justifique y sea 
proporcionado. La obligación de operar en el 
territorio de la autoridad competente o de 
generar actividad económica en el mismo 
para la obtención de ventajas económicas 
vinculadas a las políticas de fomento 
desarrolladas por dicha autoridad no se 
considerará un requisito discriminatorio, sin 
perjuicio del cumplimiento del principio de no 
discriminación e igualdad de trato 
establecido en el derecho de la Unión 
Europea. 

c) Requisitos de seguros de responsabilidad 
civil o garantías equivalentes o comparables 
en lo esencial en cuanto a su finalidad y a la 
cobertura que ofrezca en términos de riesgo 
asegurado, suma asegurada o límite de la 
garantía, adicionales a los establecidos en la 
normativa del lugar de origen, o que la 
obligación de que la constitución o el 
depósito de garantías financieras o la 
suscripción de un seguro deban realizarse con 
un prestador u organismo del territorio de la 
autoridad competente. 

d) Requisitos de naturaleza económica o 
intervención directa o indirecta de 
competidores en la concesión de 
autorizaciones, en los términos establecidos en 
las letras e) y f) del artículo 10 de la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre 
acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio. 
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h) Requisitos que contengan la obligación de 
haber realizado inversiones en el territorio de la 
autoridad competente. 

i) Cualquier otro requisito que no guarde 
relación directa con el objeto de la actividad 
económica o con su ejercicio”. 

e) Requisitos que contengan la obligación de 
haber realizado inversiones en el territorio de la 
autoridad competente”. 

 

 

 

Artículo 26 LGUM. Procedimiento en defensa de los derechos e intereses de los operadores 
económicos por las autoridades competentes 

“1. El operador económico que entienda que 
se han vulnerado sus derechos o intereses 
legítimos por alguna disposición de carácter 
general, acto, actuación, inactividad o vía de 
hecho que pueda ser incompatible con la 
libertad de establecimiento o de circulación, 
en los términos previstos en esta Ley, podrá 
dirigir su reclamación a la Secretaría del 
Consejo para la Unidad de Mercado en el 
plazo de un mes, a través de la ventanilla que 
al efecto se establezca. En el caso de 
actuaciones constitutivas de vía de hecho, el 
plazo será de veinte días contados desde 
aquel en que se iniciaron. 

En concreto, podrá dirigirse la reclamación 
regulada por este artículo frente a toda 
actuación que, agotando o no la vía 
administrativa, sea susceptible de recurso 
administrativo ordinario. También podrá 
dirigirse frente a las disposiciones de carácter 
general y demás actuaciones que, de 
conformidad con lo dispuesto por el Capítulo I 
del Título III de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, puede ser objeto de recurso 
contencioso-administrativo. 

2. Las organizaciones representativas de los 
operadores económicos, incluidas las 
Cámaras Oficiales de Comercio y las 
asociaciones profesionales, podrán acudir al 
procedimiento previsto en el apartado 
anterior en defensa de los intereses colectivos 
que representan. 

3. El procedimiento previsto en este artículo 
tiene carácter alternativo. De no acogerse a 
él, el operador económico podrá interponer 
los recursos administrativos o jurisdiccionales 
que procedan contra la disposición, acto o 
actuación de que se trate. 

4. Para la resolución de esta reclamación, las 
autoridades competentes actuarán y 
cooperarán a través de la red de puntos de 
contacto para la unidad de mercado y 
solución de diferencias; serán puntos de 
contacto: 

a) La Secretaría del Consejo para la Unidad 
de Mercado. 

“1. Cuando existe alguna disposición de 
carácter general, acto, actuación, 
inactividad o vía de hecho que pueda ser 
incompatible con la libertad de 
establecimiento o de circulación, en los 
términos previstos en esta ley, cualquier 
persona física o jurídica podrá dirigir 
reclamación a la Secretaría para la Unidad de 
Mercado en el plazo de un mes, a través de la 
ventanilla que al efecto se establezca. En el 
caso de actuaciones constitutivas de vía de 
hecho, el plazo será de veinte días contados 
desde aquel en que se iniciaron.  

En concreto, podrá dirigirse la reclamación 
regulada por este artículo frente a toda 
actuación que, agotando o no la vía 
administrativa, sea susceptible de recurso 
administrativo ordinario. También podrá 
dirigirse frente a las disposiciones de carácter 
general y demás actuaciones que, de 
conformidad con lo dispuesto por el capítulo I 
del título III de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa, puede ser objeto de recurso 
contencioso-administrativo.  

No podrá interponerse esta reclamación 
contra actuaciones que sean susceptibles de 
recurso administrativo especial en materia de 
contratación o en el caso de que los 
interesados hayan manifestado su 
conformidad con una resolución 
sancionadora.  

2. Las organizaciones representativas de los 
operadores económicos y de los 
consumidores y usuarios, incluidas las Cámaras 
Oficiales de Comercio y las asociaciones 
profesionales y empresariales, podrán acudir 
al procedimiento previsto en el apartado 
anterior en defensa de los intereses colectivos 
que representan. 

3. El procedimiento previsto en este artículo 
tiene carácter alternativo de manera que no 
se podrá hacer uso de este procedimiento 
cuando se hayan interpuesto los recursos 
administrativos o jurisdiccionales que 
procedan contra la disposición, acto o 
actuación de que se trate. 
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b) La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia. 

c) Cada departamento ministerial. 

d) La autoridad que designe cada 
Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto 
de Autonomía. 

5. La Secretaría revisará la reclamación para 
comprobar que se trata de una actuación 
que pueda ser incompatible con la libertad 
de establecimiento o circulación, pudiendo 
inadmitirla cuando no concurriesen tales 
requisitos. Una vez admitida, la remitirá al 
punto de contacto correspondiente a la 
autoridad competente afectada. A estos 
efectos se considerará autoridad 
competente: 

a) Cuando se trate de disposiciones de 
carácter general y actuaciones que pongan 
fin a la vía administrativa, la autoridad que la 
haya adoptado. 

b) Cuando se trate de actuaciones que no 
pongan fin a la vía administrativa, aquella 
que, de no aplicarse el procedimiento previsto 
en este artículo, hubiera conocido del recurso 
contra la actuación objeto de reclamación. 
En estos casos, dicha autoridad solicitará del 
órgano administrativo autor del acto la 
remisión del expediente administrativo, así 
como de un informe sobre la reclamación en 
un plazo de cinco días. 

Asimismo, la reclamación será distribuida 
entre todos los puntos de contacto, que 
podrán remitir a la autoridad competente 
afectada, informando a la Secretaría del 
Consejo, las aportaciones que consideren 
oportunas en el plazo de cinco días. La 
Secretaría deberá elaborar informe de 
valoración sobre la reclamación recibida en 
un plazo de diez días, que deberá ser tenido 
en cuenta por la autoridad competente a la 
hora de decidir. Los informes emitidos se 
incorporarán al expediente administrativo. 

6. Transcurridos quince días desde la 
presentación de la reclamación, el punto de 
contacto correspondiente a la autoridad 
competente afectada informará de la 
resolución adoptada por ésta a la Secretaría 
del Consejo y a la red de puntos de contacto, 
indicando las medidas que se hayan 
adoptado para dar solución a la reclamación. 

De no adoptarse resolución en el citado plazo, 
se entenderá desestimada por silencio 
administrativo negativo y que, por tanto, la 
autoridad competente mantiene su criterio 
respecto a la actuación objeto de la 
reclamación. 

7. La Secretaría del Consejo notificará al 
operador la resolución adoptada, así como 

4. Para la resolución de esta reclamación, las 
autoridades competentes actuarán y 
cooperarán a través de la red de puntos de 
contacto para la unidad de mercado. Serán 
puntos de contacto:  

a) La Secretaría para la Unidad de Mercado. 

b) La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia. 

c) Cada departamento ministerial. 

d) La autoridad que designe cada 
Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto 
de Autonomía.  

5. La Secretaría revisará la reclamación para 
comprobar que se trata de una actuación 
que pueda ser analizada en aplicación de lo 
establecido en esta ley, pudiendo inadmitirla 
cuando no concurriesen tales requisitos. En 
cualquier caso, el inicio del procedimiento por 
parte de la Secretaría no supondrá una 
predeterminación en relación con el fondo de 
la cuestión, ni será interpretado como un 
indicio de afectación a la libertad de 
establecimiento o circulación. Una vez 
iniciado el procedimiento, la remitirá al punto 
de contacto correspondiente a la autoridad 
competente afectada. A estos efectos se 
considerará autoridad competente: 

a) Cuando se trate de disposiciones de 
carácter general y actuaciones que pongan 
fin a la vía administrativa, la autoridad que la 
haya adoptado. 

b) Cuando se trate de actuaciones que no 
pongan fin a la vía administrativa, aquella 
que, de no aplicarse el procedimiento previsto 
en este artículo, hubiera conocido del recurso 
contra la actuación objeto de reclamación. 
En estos casos, dicha autoridad solicitará del 
órgano administrativo autor del acto la 
remisión del expediente administrativo, así 
como de un informe sobre la reclamación en 
un plazo de cinco días.  

Asimismo, la reclamación será distribuida 
entre todos los puntos de contacto, que 
podrán remitir al punto de contacto de la 
autoridad competente afectada, informando 
a la Secretaría para la Unidad de Mercado, las 
aportaciones que consideren oportunas en el 
plazo de cinco días. La Secretaría deberá 
elaborar un informe de valoración sobre la 
reclamación recibida en un plazo de diez días. 
Este informe no vinculante deberá ser tenido 
en cuenta por la autoridad competente a la 
hora de decidir. Los informes emitidos y 
remitidos al punto de contacto de la 
autoridad competente afectada se 
incorporarán al expediente administrativo.  

6. Los informes elaborados en el marco de este 
procedimiento podrán hacerse públicos. Ello 
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los demás informes emitidos, dentro del día 
hábil siguiente a la recepción de la resolución. 
Cuando se trate de actuaciones 
administrativas que no agoten la vía 
administrativa, la resolución de la autoridad 
competente debidamente notificada pondrá 
fin a dicha vía. 

8. Si el operador económico o las 
organizaciones representativas de los 
operadores económicos, incluidas las 
Cámaras Oficiales de Comercio y las 
Asociaciones Profesionales, a la vista de la 
decisión de la autoridad competente, no 
considerasen satisfechos sus derechos o 
intereses legítimos, podrán dirigir su solicitud a 
la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, conforme a lo establecido en 
el artículo siguiente en un plazo de cinco días. 

9. Cuando existiesen motivos de impugnación 
distintos de la vulneración de la libertad de 
establecimiento o de circulación, los 
operadores que hayan presentado la 
reclamación regulada en este artículo 
deberán hacerlos valer, de forma separada, a 
través de los recursos administrativos o 
jurisdiccionales que procedan frente a la 
disposición o actuación de que se trate. No 
obstante, el plazo para su interposición se 
iniciará cuando se produzca la inadmisión o 
eventual desestimación de la reclamación 
por la autoridad competente”.  

sin perjuicio de lo establecido en las normas 
de protección de datos de carácter personal. 

7. Transcurridos quince días desde la 
presentación de la reclamación, el punto de 
contacto correspondiente a la autoridad 
competente afectada informará de la 
resolución adoptada por esta a la Secretaría 
para la Unidad de Mercado y a la red de 
puntos de contacto, indicando las medidas 
que se hayan adoptado para dar solución a 
la reclamación.  

De no adoptarse resolución en el citado plazo, 
se entenderá desestimada por silencio 
administrativo negativo y que, por tanto, la 
autoridad competente mantiene su criterio 
respecto a la actuación objeto de la 
reclamación.  

8. La Secretaría notificará al interesado la 
resolución adoptada, así como los demás 
informes emitidos, dentro del día hábil 
siguiente a la recepción de la resolución. La 
autoridad competente afectada podrá 
igualmente comunicar la resolución 
adoptada al interesado. No obstante, el inicio 
del cómputo de los plazos a los que se refieren 
los apartados 9, 10 y 11 se producirá desde la 
notificación efectuada por la Secretaría para 
la Unidad de Mercado.  

9. Si a la vista de la decisión de la autoridad 
competente, el interesado no considerase 
satisfechos sus derechos o intereses legítimos, 
podrá dirigir su solicitud a la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia, conforme 
a lo establecido en el artículo siguiente en un 
plazo de cinco días. 

10. Cuando existiesen motivos de 
impugnación distintos de la vulneración de la 
libertad de establecimiento o de circulación, 
los interesados que hayan presentado la 
reclamación regulada en este artículo podrán 
hacerlos valer, de forma separada, a través 
de los recursos administrativos o 
jurisdiccionales que procedan frente a la 
disposición o actuación de que se trate. No 
obstante, el plazo para su interposición se 
iniciará cuando se produzca la inadmisión por 
parte de la Secretaría para la Unidad de 
Mercado o la notificación por parte de dicha 
Secretaría de la eventual desestimación de la 
reclamación por la autoridad competente. 

11. Cuando se trate de actuaciones 
administrativas que no agoten la vía 
administrativa, la conclusión de este 
procedimiento pondrá fin a dicha vía. El plazo 
para la interposición de los recursos 
jurisdiccionales que procedan se iniciará 
cuando se produzca la inadmisión por parte 
de la Secretaría para la Unidad de Mercado o 
la notificación por parte de dicha Secretaría 
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de la eventual desestimación de la 
reclamación por la autoridad competente.”. 

 

Artículo 27 LGUM. Legitimación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 

“1. La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia está legitimada para la 
interposición de recurso contencioso-
administrativo frente a cualquier disposición 
de carácter general, acto, actuación, 
inactividad o vía de hecho que se considere 
contraria, en los términos previstos en esta Ley, 
a la libertad de establecimiento o de 
circulación procedente de cualquier 
autoridad competente, de acuerdo con el 
procedimiento previsto en el Capítulo IV del 
Título V de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa. 

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia podrá actuar de oficio o a 
petición de los operadores económicos, que 
podrán dirigirse a la misma antes de iniciar un 
procedimiento contencioso administrativo. 

3. Presentada una petición, la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, 
teniendo en cuenta el informe que en su caso 
haya emitido la Secretaría del Consejo para la 
Unidad de Mercado sobre la reclamación, 
valorará en el plazo de cinco días si procede 
la interposición de recurso contencioso-
administrativo, informando al operador de su 
decisión. 

4. La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia informará al Ministerio de 
Economía y Competitividad y a la Secretaría 
del Consejo para la Unidad de Mercado de los 
recursos interpuestos y de las peticiones y 
denuncias recibidas. 

5. El plazo para interponer un recurso 
contencioso-administrativo ordinario por parte 
de los operadores que hayan presentado su 
solicitud a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia quedará 
suspendido hasta que ésta le comunique su 
decisión. 

6. En el caso de la acción popular y el derecho 
de petición previstos en la disposición 
adicional quinta de esta Ley, la legitimación 
para la interposición del recurso contencioso-
administrativo corresponderá en exclusiva a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia sin perjuicio del derecho de 
personación regulado en el artículo 127 ter de 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa”. 

 

“1. La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia está legitimada para la 
interposición de recurso contencioso-
administrativo frente a cualquier disposición 
de carácter general, acto, actuación, 
inactividad o vía de hecho que se considere 
contraria, en los términos previstos en esta ley, 
a la libertad de establecimiento o de 
circulación procedente de cualquier 
autoridad competente, de acuerdo con el 
procedimiento previsto en el capítulo IV del 
título V de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa. 

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia podrá actuar de oficio o a 
petición de los interesados, que podrán 
dirigirse a la misma antes de iniciar un 
procedimiento contencioso-administrativo. 

3. Presentada una petición, la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, 
teniendo en cuenta el informe que haya 
emitido la Secretaría para la Unidad de 
Mercado sobre la reclamación, la viabilidad 
de la acción y su especial trascendencia, que 
se apreciará atendiendo a su importancia 
para la interpretación de esta ley, para su 
aplicación o para su general eficacia, 
valorará en el plazo de veinte días si procede 
la interposición de recurso contencioso-
administrativo informando al operador de su 
decisión.  

4. La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia informará al Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital y 
a la Secretaría para la Unidad de Mercado de 
los recursos interpuestos y de las peticiones y 
denuncias recibidas. A su vez, la Secretaría 
para la Unidad de Mercado informará de los 
recursos interpuestos por la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia al, punto 
de contacto de unidad de mercado 
competente desde un punto de vista territorial 
y por razón de la materia. 

5. En el caso de la acción popular y el derecho 
de petición previstos en la disposición 
adicional quinta de esta ley, la legitimación 
para la interposición del recurso contencioso-
administrativo corresponderá en exclusiva a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia sin perjuicio del derecho de 
personación regulado en el artículo 127 ter de 
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la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa.”. 

Artículo 28 LGUM. Mecanismos adicionales de eliminación de obstáculos o barreras 
detectados por los operadores económicos, los consumidores y los usuarios. 

“1. Fuera de los supuestos previstos por el 
artículo 26 de esta Ley, los operadores 
económicos, los consumidores y usuarios, así 
como las organizaciones que los representan, 
podrán informar a la Secretaría del Consejo 
para la Unidad de Mercado, en cualquier 
momento y a través de la ventanilla a la que 
se refiere el citado artículo 26, sobre 
cualesquiera obstáculos o barreras 
relacionadas con la aplicación de esta Ley. 

2. La Secretaría del Consejo para la Unidad de 
Mercado, procederá a recabar informes de 
los puntos de contacto de acuerdo con lo 
establecido en los apartados 3 y 4 del artículo 
26, en los que se podrán incluir propuestas de 
actuación. Asimismo, elaborará el 
correspondiente informe de valoración. 

3. En el plazo máximo de 15 días, la Secretaría 
del Consejo para la Unidad de Mercado, 
informará al operador económico, al 
consumidor o usuario o a la organización que 
los representan sobre la solución alcanzada. 

4. La Secretaría del Consejo para la Unidad de 
Mercado informará puntualmente a las 
conferencias sectoriales y al Consejo para la 
Unidad de Mercado sobre los obstáculos y 
barreras detectadas por los operadores, 
consumidores o usuarios u organizaciones que 
los representan, así como sobre las soluciones 
alcanzadas y resultados obtenidos, a efectos 
de impulsar los sistemas de cooperación 
previstos en los artículos 10.4 y 12.2 de esta Ley. 

5. Adicionalmente, los operadores 
económicos que hayan recurrido ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa sin 
haber hecho uso del procedimiento previsto 
por el artículo 26 de esta Ley podrán solicitar 
informe a la Secretaría del Consejo para la 
Unidad de Mercado”. 

“1. Fuera de los supuestos previstos en el 
artículo 26 de esta ley, los operadores 
económicos, los consumidores y usuarios, así 
como las organizaciones que los representan 
u otros interesados, podrán informar a la 
Secretaría para la Unidad de Mercado, en 
cualquier momento y a través de la ventanilla 
a la que se refiere el artículo 26, sobre 
cualesquiera obstáculos o barreras 
relacionadas con la aplicación de esta ley. En 
particular, podrá informarse a través de este 
procedimiento de posibles incumplimientos 
del principio de cooperación y confianza 
mutua establecido en el artículo 4. 

Cuando los operadores económicos, los 
consumidores y usuarios, así como las 
organizaciones que los representan u otros 
interesados informen de obstáculos o barreras 
relacionadas con la aplicación de esta ley 
que hayan recurrido en vía administrativa, no 
se iniciará este mecanismo hasta que se 
resuelva el recurso en cuestión y el interesado 
manifieste su interés en ello.  

2. Se podrá solicitar informe de valoración a la 
Secretaría para la Unidad de Mercado por 
obstáculos o barreras previstos en proyectos 
normativos que se encuentren en fase de 
tramitación administrativa. Este informe podrá 
solicitarse respecto de proyectos normativos 
que hayan sido o estén siendo sometidos al 
trámite de audiencia e información pública y 
será enviado al punto de contacto 
competente para su remisión al órgano 
proponente del proyecto en cuestión para su 
consideración. 

3. Cuando la Secretaría para la Unidad de 
Mercado tenga constancia de la posible 
existencia de obstáculos o barreras 
relacionadas con la aplicación de esta ley 
podrá iniciar de oficio el mecanismo previsto 
en este artículo. El resto de los puntos de 
contacto para la unidad de mercado podrán 
solicitar a la Secretaría para la Unidad de 
Mercado el inicio de este mecanismo. La 
Secretaría para la Unidad de Mercado tendrá 
en consideración variables como la viabilidad 
de la actuación y la especial trascendencia 
del caso en cuestión para la valoración del 
inicio del procedimiento conforme a esta 
apartado.  

4. La Secretaría para la Unidad de Mercado 
procederá a recabar informes de los puntos 
de contacto de acuerdo con lo establecido 
en el apartado 4 del artículo 26, en los que se 
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podrán incluir propuestas de actuación. 
Asimismo, elaborará el correspondiente 
informe de valoración.  

5. Los informes emitidos y remitidos al punto de 
contacto de la autoridad competente 
afectada se incorporarán al expediente 
administrativo. Asimismo, la Secretaría para la 
Unidad de Mercado remitirá dichos informes al 
operador económico, al consumidor o usuario 
o a la organización que los representan 
incluyendo, en su caso, la posible solución 
alcanzada.  

6. La Secretaría para la Unidad de Mercado 
informará puntualmente a las conferencias 
sectoriales y a la Conferencia Sectorial para la 
Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios 
sobre los obstáculos y barreras detectadas por 
los operadores, consumidores o usuarios u 
organizaciones que los representan, así como 
sobre las soluciones alcanzadas y resultados 
obtenidos, a efectos de impulsar los sistemas 
de cooperación previstos en el artículo 12.2. 
Asimismo, la Secretaría para la Unidad de 
Mercado realizará un seguimiento periódico 
de los compromisos alcanzados o soluciones 
propuestas en el marco de este mecanismo.  

7. Los informes elaborados en el marco de este 
mecanismo podrán hacerse públicos. Ello sin 
perjuicio de lo establecido en las normas de 
protección de datos de carácter personal.  

8. Cuando los operadores económicos, los 
consumidores y usuarios, así como las 
organizaciones que los representan u otros 
interesados hayan recurrido ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa sin 
haber hecho uso de este mecanismo o del 
procedimiento previsto por el artículo 26, 
podrán solicitar, en el curso del procedimiento 
contencioso-administrativo, informe a la 
Secretaría para la Unidad de Mercado.  

9. La Secretaría para la Unidad de Mercado 
podrá dar por no iniciadas aquellas solicitudes 
de inicio de este procedimiento que sean 
presentadas por un mismo interesado, ante 
una misma autoridad competente y que 
versen sobre un mismo supuesto de hecho en 
el que la Secretaría ya se ha pronunciado con 
anterioridad. Asimismo, se podrán dar por no 
iniciados aquellos procedimientos en los que 
no exista una posible afectación clara a los 
principios establecidos en esta ley, en los que 
no se haya proporcionado información 
suficiente y fehaciente para su valoración o 
en los que haya previstos otros procedimientos 
o mecanismos especiales o extraordinarios de 
resolución. Las consultas en relación con la 
aplicación de normativa no serán 
consideradas solicitudes de inicio de este 
procedimiento.” 
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Disposición adicional primera LGUM. Actuaciones estatales 

“Cuando por razones de orden público, 
incluida la lucha contra el fraude, la 
contratación pública y la garantía de la 
estabilidad financiera, el medio de 
intervención, incluidas la regulación, 
supervisión y control, para el acceso o 
ejercicio de una actividad económica, 
corresponda al Estado, la eficacia en el 
territorio nacional quedará garantizada por la 
intervención estatal, de manera que las 
disposiciones contenidas en el Capítulo V de 
esta Ley no afectarán a las competencias 
estatales establecidas en la legislación 
específica”. 

“Cuando por razones de orden público, 
incluidas la lucha contra el fraude, la 
contratación pública y la garantía de la 
estabilidad financiera, el medio de 
intervención, incluidas la regulación, 
supervisión y control para el acceso o ejercicio 
de una actividad económica corresponda al 
Estado, la eficacia en el territorio nacional 
quedará garantizada por la intervención 
estatal”. 

Disposición adicional segunda LGUM. Productos regulados 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.2 
de esta Ley, la puesta en el mercado de los 
productos estancos, explosivos, gasóleo 
profesional y mercancías peligrosas deberá 
respetar las condiciones de venta 
establecidas en la normativa estatal 
aplicable”. 

“La puesta en el mercado de los productos 
estancos, explosivos, gasóleo profesional y 
mercancías peligrosas deberá respetar las 
condiciones de venta establecidas en la 
normativa estatal aplicable”. 

Disposición adicional quinta LGUM. Acción popular y derecho de petición 

“Será pública la acción para exigir ante los 
órganos administrativos y, a través de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, ante los Tribunales el 
cumplimiento de lo establecido en esta Ley y 
en las disposiciones que se dicten para su 
desarrollo y ejecución, para la defensa de la 
unidad de mercado. 

En particular, se reconoce la legitimación de 
las corporaciones, asociaciones y grupos de 
afectados para ejercer el derecho de 
petición a que se refiere el artículo 27 de esta 
Ley y para personarse en el procedimiento 
para la garantía de la unidad de mercado 
regulado en el Capítulo IV del Título V de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa”. 

 

“Será pública la acción para exigir ante los 
órganos administrativos y, a través de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, ante los Tribunales, el 
cumplimiento de lo establecido en esta ley y 
en las disposiciones que se dicten para su 
desarrollo y ejecución, para la defensa de la 
unidad de mercado. 

En particular, se reconoce la acción popular 
para el inicio de los procedimientos 
establecidos en los artículos 26 y 28 y la 
legitimación de las corporaciones de derecho 
público, asociaciones y grupos de afectados 
para ejercer el derecho de petición a que se 
refiere el artículo 27 y para personarse en el 
procedimiento para la garantía de la unidad 
de mercado regulado en el capítulo IV del 
título V de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa”. 

 

Disposición adicional sexta LGUM. Evaluación normativa de unidad de mercado 

“La Agencia Estatal de Evaluación de las 
Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios 
elaborará una evaluación anual sobre la 
implementación y los principales efectos en 
ámbitos de actuación pública concretos, de 
las medidas contempladas en esta Ley. Esta 

“Aquellos proyectos normativos elaborados 
de conformidad con el artículo 26 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, 
que tengan efectos significativos sobre la 
unidad de mercado deberán someterse a un 
análisis sobre los resultados de su aplicación. 
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evaluación se remitirá a la Comisión Delegada 
del Gobierno para Asuntos Económicos y a las 
Comisiones de Economía y Competitividad 
del Congreso de los Diputados y del Senado, 
tras lo cual se hará pública”. 

Dicho análisis se realizará de conformidad con 
el artículo 3 del Real Decreto 286/2017, de 24 
de marzo, por el que se regulan el Plan Anual 
Normativo y el Informe Anual de Evaluación 
Normativa de la Administración General del 
Estado y se crea la Junta de Planificación y 
Evaluación Normativa”. 

Disposición adicional novena LGUM. Creación del Observatorio de Buenas Prácticas 
Regulatorias 

“La obligación de remisión de los datos 
obrantes en los registros establecida en el 
artículo 22 deberá realizarse en el plazo 
máximo de seis meses desde la entrada en 
vigor de esta Ley. 

El sistema de intercambio electrónico de 
información al que hace referencia el artículo 
23 de esta Ley será puesto a disposición de las 
autoridades competentes por el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas en el 
plazo máximo de seis meses desde la entrada 
en vigor de esta Ley”. 

 

 

 

“Se crea el Observatorio de Buenas Prácticas 
Regulatorias en el marco de la Conferencia 
Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima 
de Negocios. 

Este órgano estará gestionado por la 
Secretaría para la Unidad de Mercado y será 
el encargado de desempeñar las siguientes 
funciones: 

a) Identificación y seguimiento de las buenas 
prácticas regulatorias de las diferentes 
Administraciones. 

b) Elaboración y actualización continua de un 
Catálogo de buenas prácticas regulatorias 
que deberá ser aprobado por la Conferencia 
Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima 
de Negocios. En particular, este Catálogo 
contendrá buenas prácticas en relación con 
la aplicación del principio de cooperación y 
confianza mutua del artículo 4. 

c) Impulso de actuaciones de formación, 
comunicación, difusión e información de las 
buenas prácticas identificadas. 

d) Seguimiento y difusión de las directrices de 
la Unión Europea en esta materia”. 

Disposición adicional decimoprimera LGUM. Plazo para formular requerimientos previos a la 
interposición de recurso contencioso-administrativo 

- “Cuando la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, en uso de la 
legitimación prevista en el artículo 27 de esta 
ley y en el artículo 5.4 de la Ley 3/2013, de 4 de 
junio, de creación de la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia, interponga 
recurso contencioso-administrativo contra 
cualquier Administración, podrá requerirla 
previamente, en el plazo de dos meses 
previsto en el artículo 44.2 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa”. 

Disposición final cuarta LGUM. Título competencial 

“Esta Ley se dicta en ejercicio de las 
competencias exclusivas del Estado para la 
regulación de la condiciones básicas que 
garanticen la igualdad de todos los españoles 
en el ejercicio de los derechos y en el 

“1. Esta ley se dicta en ejercicio de las 
competencias exclusivas del Estado para la 
regulación de la condiciones básicas que 
garanticen la igualdad de todos los españoles 
en el ejercicio de los derechos y en el 
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cumplimiento de los deberes constitucionales, 
legislación procesal, en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la 
actividad económica, así como sobre las 
bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y la legislación 
básica sobre contratos administrativos, 
recogidas respectivamente en las materias 
del artículo 149.1. 1.ª, 6.ª, 13.ª y 18.ª de la 
Constitución”. 

cumplimiento de los deberes constitucionales, 
legislación procesal, en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la 
actividad económica, así como sobre las 
bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y la legislación 
básica sobre contratos administrativos, 
recogidas respectivamente en las materias 
del artículo 149.1.1.ª, 6.ª, 13.ª y 18.ª de la 
Constitución. 

2. No tiene carácter básico y se aplica 
exclusivamente a la Administración General 
del Estado y al sector público estatal lo 
previsto en: 

a) El apartado 4 del artículo 14 y el artículo 15 
del capítulo III relativos a la valoración del 
impacto de unidad de mercado en las 
memorias de análisis de impacto normativo y 
a la evaluación periódica de la normativa 
respectivamente. 

b) La disposición adicional sexta relativa a la 
evaluación normativa de unidad de 
mercado”. 

Anexo letras b), c) y f) LGUM. Definiciones 

“b) Actividad económica: cualquier actividad 
de carácter empresarial o profesional que 
suponga la ordenación por cuenta propia de 
los medios de producción, de los recursos 
humanos, o ambos, con la finalidad de 
intervenir en la producción o distribución de 
bienes o en la prestación de servicios”. 

“b) Actividad económica: Cualquier 
actividad de carácter empresarial o 
profesional que suponga la ordenación por 
cuenta propia de los medios de producción, 
de los recursos humanos, o ambos, con la 
finalidad de intervenir en la producción o 
distribución de bienes o en la prestación de 
servicios. No se incluyen dentro de este 
concepto las actividades relativas a la reserva 
o al ejercicio de potestades públicas, 
jurisdiccionales o administrativas ni la 
regulación de las relaciones laborales por 
cuenta ajena o asalariadas”. 

“c) Autoridad competente: cualquier 
organismo o entidad que lleve a cabo la 
regulación, ordenación o control de las 
actividades económicas, o cuya actuación 
afecte al acceso a una actividad económica 
o a su ejercicio y, en particular, las autoridades 
administrativas estatales, autonómicas o 
locales y los colegios profesionales y, en su 
caso, consejos generales y autonómicos de 
colegios profesionales”. 

“c) Autoridad competente: Cualquier 
organismo o entidad que lleve a cabo la 
regulación, ordenación o control de las 
actividades económicas o que adjudique 
contratos de conformidad con la normativa 
de contratación pública, o cuya actuación 
afecte al acceso a una actividad económica 
o a su ejercicio y, en particular, las autoridades 
administrativas estatales, autonómicas o 
locales y los colegios profesionales y, en su 
caso, consejos generales y autonómicos de 
colegios profesionales”. 

“f) Autorización, licencia o habilitación: 
cualquier acto expreso o tácito de la 
autoridad competente que se exija a un 
operador económico con carácter previo 
para el acceso a una actividad económica o 
su ejercicio”. 

“f) Autorización o licencia: Cualquier acto 
expreso o tácito de la autoridad competente 
que se exija a un operador económico con 
carácter previo para el acceso a una 
actividad económica o su ejercicio”. 
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Redacción de la LJCA anterior a la entrada 
en vigor de la Ley 18/2022 

Redacción de la LJCA a partir de la entrada 
en vigor de la Ley 18/2022 

Artículo 127 ter, apartado sexto LJCA.  

“6. Conclusas las actuaciones, el órgano 
jurisdiccional dictará sentencia en el plazo de 
cinco días. La sentencia estimará el recurso 
cuando la disposición, la actuación o el acto 
incurrieran en cualquier infracción del 
ordenamiento jurídico que afecte a la libertad 
de establecimiento o de circulación, incluida 
la desviación de poder. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 71, la 
sentencia que estime el recurso implicará la 
corrección de la conducta infractora, así 
como el resarcimiento de los daños y 
perjuicios, incluido el lucro cesante, que dicha 
conducta haya causado. 

Cuando se trate de asuntos en los que no 
quepa ulterior recurso, el órgano jurisdiccional 
podrá convocar a las partes a una 
comparecencia con la finalidad de dictar su 
sentencia de viva voz, exponiendo 
verbalmente los razonamientos en que 
sustente su decisión, resolviendo sobre los 
motivos que fundamenten el recurso y la 
oposición y pronunciando su fallo, de acuerdo 
con lo dispuesto en los artículos 68 a 71. 

La no comparecencia de todas o alguna de 
las partes no impedirá el dictado de la 
sentencia de viva voz. 

En cuanto se refiere a la grabación de la 
comparecencia y a su documentación, serán 
aplicables las disposiciones contenidas en el 
artículo 63. 

Caso de haberse dictado la Sentencia de 
forma oral, el Secretario judicial expedirá 
certificación que recoja todos los 
pronunciamientos del fallo, con expresa 
indicación de su firmeza y de la actuación 
administrativa a que se refiera. Dicha 
certificación será expedida en el plazo 
máximo de cinco días notificándose a las 
partes. 

La anterior certificación se registrará e 
incorporará al Libro de Sentencias del órgano 
judicial. El soporte videográfico de la 
comparecencia quedará unido al 
procedimiento”. 

“6. Conclusas las actuaciones, el órgano 
jurisdiccional dictará sentencia en el plazo de 
cinco días. La sentencia estimará el recurso 
cuando la disposición, la actuación o el acto 
incurrieran en cualquier infracción del 
ordenamiento jurídico que afecte a la libertad 
de establecimiento o de circulación, incluida 
la desviación de poder. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 71, la 
sentencia que estime el recurso implicará la 
corrección de la conducta infractora, así 
como el resarcimiento de los daños y 
perjuicios, incluido el lucro cesante, que dicha 
conducta haya causado. 

El órgano jurisdiccional podrá convocar a las 
partes a una comparecencia con la finalidad 
de dictar su sentencia de viva voz, 
exponiendo verbalmente los razonamientos 
en que sustente su decisión, resolviendo sobre 
los motivos que fundamenten el recurso y la 
oposición y pronunciando su fallo, de acuerdo 
con lo dispuesto en los artículos 68 a 71. 

La no comparecencia de todas o alguna de 
las partes no impedirá el dictado de la 
sentencia de viva voz. 

En cuanto se refiere a la grabación de la 
comparecencia y a su documentación, serán 
aplicables las disposiciones contenidas en el 
artículo 63. 

Caso de haberse dictado la Sentencia de 
forma oral, el Secretario judicial expedirá 
certificación que recoja todos los 
pronunciamientos del fallo, con expresa 
indicación de su firmeza y de la actuación 
administrativa a que se refiera. Dicha 
certificación será expedida en el plazo 
máximo de cinco días, notificándose a las 
partes. 

La anterior certificación se registrará e 
incorporará al Libro de Sentencias del órgano 
judicial. El soporte videográfico de la 
comparecencia quedará unido al 
procedimiento”. 

Artículo 127 QUATER, apartado primero y segundo LJCA 

“1. La Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia podrá solicitar en su escrito 
de interposición la suspensión de la 
disposición, acto o resolución impugnados, 

“1. La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia podrá solicitar en su escrito de 
interposición la suspensión de la disposición, 
acto o resolución impugnados, así como 
cualquier otra medida cautelar que asegure 
la efectividad de la sentencia. La solicitud de 
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así como cualquier otra medida cautelar que 
asegure la efectividad de la sentencia. 

2. Solicitada la suspensión de la disposición, 
acto o resolución impugnados, la misma se 
producirá de forma automática, una vez 
admitido el recurso y sin exigencia de 
afianzamiento de los posibles perjuicios de 
cualquiera naturaleza que pudieran 
derivarse. La Administración cuya actuación 
se haya recurrido podrá solicitar el 
levantamiento de la suspensión en el plazo 
de tres meses desde su adopción, siempre 
que acredite que de su mantenimiento 
pudiera seguirse una perturbación grave de 
los intereses generales o de tercero que el 
tribunal ponderará en forma circunstanciada. 

Formulada la solicitud se dará traslado de la 
misma a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia para que, en el 
plazo de diez días, alegue lo procedente en 
orden al mantenimiento o el levantamiento 
de la suspensión en orden a los intereses en 
conflicto. 

Evacuado el anterior trámite, el tribunal 
resolverá lo que estime procedente mediante 
auto en los cinco días siguientes”. 

esta suspensión tendrá carácter excepcional 
y solo será solicitada en caso de entender que 
es imprescindible por la especial relevancia 
del supuesto para la libertad de 
establecimiento y circulación. 

2. Solicitada la suspensión de la disposición, 
acto o resolución impugnados, la misma se 
tramitará en la forma prevista en el capítulo II 
del título VI, una vez admitido el recurso y sin 
exigencia de afianzamiento de los posibles 
perjuicios de cualquiera naturaleza que 
pudieran derivarse. La Administración cuya 
actuación se haya recurrido podrá solicitar el 
levantamiento de la suspensión durante el 
plazo de tres meses desde su adopción, 
siempre que acredite que de su 
mantenimiento pudiera seguirse una 
perturbación grave de los intereses generales 
o de tercero que el tribunal ponderará en 
forma circunstanciada”. 

 

 


